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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 0716/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

TESORERA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES, S.L.P.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO


           San Luis Potosí, S.L.P., a nueve de diciembre de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 0716/2019-3, promovido por ********** contra actos la Tesorera Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P.; y,

R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante auto de quince de agosto de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito firmado por ********** en su carácter de Apoderado Legal del ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de Cuidad Valles, S.L.P.; por la nulidad del siguiente acto: “Emisión del oficio número ********** de fecha 12 de Junio de 2019 emitida por la C. Tesorera Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., mediante el cual manifestó que mi representada está obligada al pago del impuesto predial, respecto de la Unidad Habitacional Militar Cd. Valles II, S.L.P., propiedad de mi representada.”; del que tuvo conocimiento el veintiuno de junio de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara dentro del término legal lo que a su derecho conviniera. Con auto de veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado al actor con su escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho convenga, y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el catorce de octubre de dos mil diecinueve, con asistencia del diverso delegado de la autoridad demandada, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en período de alegatos, se dio cuenta de los formulados por la autoridad demandada, se certificó que no fueron formulados por la parte autora, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7º fracción IX, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28 fracción I, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre la Institución actora y una autoridad municipal de esta entidad federativa, en la cual se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La personalidad del C. ********** como Apoderado Legal del Organismo Público Descentralizado ********** quedó justificada con la copia certificada del Instrumento número ********** volumen ********** protocolizado ante la Notaria Púbica número sesenta y cuatro del Estado de México. Quien además exhibió el oficio ********** de fecha doce de junio de dos mil diecinueve, emitido por la Tesorera Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., impugnado en este juicio de nulidad, acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, documentos visibles en fojas 17 a 67, 121 y 122 de este sumario.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra acreditada en este Tribunal, pues acompañó copia certificada de su nombramiento de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado; documental que obra en fojas 153 y 154 de autos.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos, en el desempeño de sus funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad del oficio número ********** de fecha 12 de Junio de 2019 emitido por la Tesorera Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En esa tesitura, se advierte que la demandada hizo valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracciones V y VI, y 229 fracciones II y V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con las excepciones de falta de acción y de derecho, oscuridad y falsedad que opuso, señalando que el actor no tiene derecho para acudir a juicio; que son falsos los hechos de la demanda; y, que el acto impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado. A ese respecto cabe señalar que dichas argumentaciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que se reclama en este juicio, y por tanto deben ser estudiadas al resolver el fondo de esta controversia. 

Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. ...”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

En ese sentido, se advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deban estudiarse de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de esta controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 4 a 13 de este sumario; argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”
SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de los Conceptos de Impugnación que hace valer la parte actora, los que se analizan de manera conjunta, en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes y que obran en autos de este expediente, en los que en forma medular señala lo siguiente:
“PRIMERO.- Causa agravio a mi representada la indebida interpretación de los artículos 14, 59 y 60 de la Ley General de Bienes Nacionales, así como el artículo 115 fracción IV inciso c) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,...”
“...dicha resolución es contraria a lo señalado por el artículo 115 de nuestra Carta Magna en atención a los siguientes argumentos jurídicos:

Los inmuebles propiedad de este Instituto son bienes del dominio púbico de la Federación en términos de lo dispuesto por los artículos 3 fracción IV, 4 y 6 fracción XI de la Ley General de Bienes Nacionales...”

“... si este Instituto es un Organismo Descentralizado Federal, los inmuebles de su propiedad, son bienes del Dominio Público de la Federación,... de conformidad con lo establecido en el artículo 115 fracción IV, inciso c) de la Constitución Federal, los Bienes del Dominio Público de la Federación... están exentos del impuesto predial, siendo que la excepción, para que se otorgue dicha exención, es que no se utilicen para los propósitos del objeto público de las Entidades Paraestatales o bien se utilicen para fines administrativos, ...si el bien materia de la presente demanda tiene el propósito de que se cumpla con el objeto público por y para el que fue creado el ********** en consecuencia es improcedente el pago del impuesto predial respecto del inmueble en comento al no encuadrarse en el supuesto de excepción...”

“...los artículos 18 y 100 de la citada Ley del ********** establecen:...”
... “De los citados numerales, claramente se desprende que mi representada está obligada a otorgar entre otras prestaciones, la ocupación temporal de casas y departamentos, mediante cuotas de recuperación a los beneficiarios de la Ley que lo rige, prestación que es otorgada a través del inmueble objeto de la solicitud de exención.
“...el inmueble de mi representada, no se encuentra contemplado dentro de los mencionados supuestos de excepción a la exención de impuesto predial, ya que no está siendo utilizado para fines administrativos, ni mucho menos para propósitos distintos a los del objeto de este Instituto, toda vez que mi representada otorga la prestación que señala la Ley que lo rige, consistente en “Ocupación temporal de casas y departamentos, mediante cuotas de recuperación”, que demuestran que dicho inmueble se destina para la prestación de un servicio público.”
“SEGUNDO.- ...causa agravio a mi representada que la autoridad demandada no tomó en consideración las resoluciones mediante las cuales el Ayuntamiento y la misma Tesorería Municipal... exentó a mi representada por el pago del impuesto predial por los ejercicios fiscales 2008, 2013, 2016 y 2017, mediante las cuales... reconoció la exención del pago de impuesto predial a favor de este Organismo respecto del inmueble denominado Unidad Habitacional Militar Cd. Valles, S.L.P.,... resulta totalmente improcedente que ahora ese H. Ayuntamiento cambie su criterio, sin fundamento ni motivación alguna, máxime que la situación jurídica del inmueble objeto de la solicitud de exención en comento no ha variado,...”
“...las resoluciones de exención del impuesto predial... no han sido revocadas por resolución de autoridad judicial alguna, en la que se determine que no es procedente la exención ya otorgada,... resultando improcedente que sin razón alguna, el C. Tesorero Municipal, las desconozca.”
Conceptos de impugnación que resultan fundados y suficientes para decretar la ilegalidad del acto impugnado, de acuerdo a lo siguiente:

En primer término se debe precisar que el acto impugnado fue emitido en respuesta a una solicitud presentada por el ********** hoy actor, la cual obra en fojas 123 a 138 de este expediente, y que medularmente dice:

“C. Laura Patricia González Alvarado

Tesorera Municipal del H. Ayuntamiento 

de Ciudad Valles, S.L.P.
...”

“Jorge Oscar Espinosa Velázquez, General Brigadier Intendente Retirado, actualmente desempeñando funciones de Director Administrativo del **********...”

“...me es grato dirigirme a usted a fin de solicitarle se otorgue la exención del pago del impuesto predial del ejercicio fiscal 2019 de la **********” patrimonio de este Organismo,...”

“... Las viviendas que integran la citada Unidad Habitacional Militar están siendo ocupadas por personal militar en servicio activo como una prestación social que este Instituto otorga... no lucrando con los recursos recuperados, por lo que está clasificada como un bien del Dominio Público de la Federación que debe estar exenta de la referida contribución predial de acuerdo a los siguientes preceptos legales:...” 
“... De lo anterior se desprende que, el inmueble de referencia propiedad de este Instituto es un bien del dominio público de la Federación,... por lo que estar exento del pago del impuesto predial solicitado.”

“A fin de fortalecer lo anterior es importante hacer notar lo establecido en diversos artículos de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas:...”
“... Del análisis de los preceptos anteriores, se desprende que el Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, ********** se encarga de brindar la Seguridad Social a los integrantes..., configurándose este servicio en un servicio público subrogado, cuya prestación no solo satisface una necesidad de carácter general, sino además permite hacer efectivo el derecho humano contenido en el artículo 22 de la declaración Universal de los Derechos Humanos...

“... es importante recalcar que la seguridad social es la base de la existencia del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas armadas Mexicanas, siendo el objeto de su existencia, por y para el que fue creado... razón por la cual cuenta con diversos inmuebles en la República Mexicana, a fin de que puedan ser utilizados... para el otorgamiento de dichas prestaciones,...”
“Bajo ese tenor, si el inmueble en comento es utilizado para otorgar las prestaciones sociales que marca la Ley del ISSFAM, queda demostrado que el citado predio está destinado única y exclusivamente para cumplir las prestaciones señaladas en le Ley que rige este Instituto y con los propósitos específicamente encomendados a mi representada para cumplir con su objetivo.”
“...De lo anterior, se desprende que es procedente que el inmueble señalado en la presente solicitud quede exento del pago del Impuesto Predial durante el ejercicio fiscal 2019 y los subsecuentes hasta en tanto su situación jurídica no varíe, dada la naturaleza y objeto de su existencia....” 
Ahora bien, del análisis del acto impugnado, visible en fojas 121 y 122 del sumario, en el cual se da contestación a la solicitud que ha sido transcrita, se advierte que la autoridad demandada, respecto a la exención del pago del impuesto predial solicitada por el hoy actor, concluyó que sí está obligado al pago del mismo, señalando en la parte medular lo siguiente:

“... Director administrativo del **********Ciudad de México.

“...En relación a su oficio... mediante el cual solicita la exención del pago del Impuesto Predial, de la **********...”

“1).- De acuerdo al marco jurídico señalado en su exposición, el inmueble que nos ocupa, si es de dominio público, si es un bien nacional y su poseedor si es un organismo descentralizado.

2).- La Ley del ********** en su artículo 2o, establece que su función es de carácter administrativo de los recursos para la seguridad social exclusivamente de los miembros en activo del ejército, fuerza aérea y armada, en oposición a lo establecido en el artículo 60 de la Ley General de Bienes Nacionales, al señalar que quedan sujetos al régimen jurídico de bienes destinados a un servicio público, en su fracción I, Los inmuebles federales que de hecho se utilicen en la prestación de servicios públicos por instituciones públicas. Al ser servicios a los que la población en general, no puede acceder, entonces carece de su objeto público.

3).- El artículo 59 de la Ley General de Bienes Nacionales vigente, señala que los bienes destinados a un servicio público son, los recintos permanentes de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de la Federación, así como los destinados al servicio de las dependencia y entidades... En ese sentido la ley es clara, al definir como bien del servicio público, la propiedad donde el Instituto atiende o lleva a cabo, las funciones de administración. Quedando fuera de esta consideración, el predio que ocupa la Unidad Habitacional Militar... por tener un propósito distinto al de su objeto público.
4).- Por último el artículo 14 de la misma Ley... señala que las entidades o los particulares, que utilicen inmuebles sujetos al régimen de dominio público de la federación, para fines administrativos o con propósitos distintos,................ (2) (sic) a los de su objeto público estarán obligados a pagar las contribuciones por la propiedad inmobiliaria, en adición a lo señalado en el Artículo 115, Fracc IV, Inciso c). de la Constitución de los Estado Unidos, Artículo 114, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí. Artículo 18, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí, Artículo 24, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí y Artículo 6, de la Ley de Ingresos del Municipio de Cd. Valles, S.L.P.”
Por lo que es concluyente que el contribuyente que nos ocupa, si está obligado al pago del Impuesto Predial.”...

De la trascripción anterior, se desprende que la autoridad demandada como fundamentación y motivación para declarar que el ********** sí está obligado al pago del impuesto predial de la ********** cuya exención fue solicitada por el Instituto de Seguridad Social demandante, señaló lo siguiente:
Que el artículo 2º de La Ley del ********** establece que su función es de carácter administrativo de los recursos para la seguridad social exclusivamente de los miembros en activo del ejército, fuerza aérea y armada; que se opone a lo establecido en el artículo 60 fracción I, de la Ley General de Bienes Nacionales, que dispone que quedan sujetos al régimen jurídico de bienes destinados a un servicio público, los inmuebles federales que de hecho se utilicen en la prestación de servicios públicos por instituciones públicas, y que al ser servicios a los que la población en general, no puede acceder, entonces carece de su objeto público.
Que el artículo 59 de la Ley General de Bienes Nacionales, señala que los bienes destinados a un servicio público son, los recintos permanentes de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de la Federación, así como los destinados al servicio de las dependencia y entidades; que en ese sentido la ley es clara, al definir como bien del servicio público, la propiedad donde el Instituto atiende o lleva a cabo, las funciones de administración. Quedando fuera de esta consideración, el predio que ocupa la ********** por tener un propósito distinto al de su objeto público.
Que el artículo 14 de la misma Ley, señala que las entidades o los particulares, que utilicen inmuebles sujetos al régimen de dominio público de la federación, para fines administrativos o con propósitos distintos, a los de su objeto público estarán obligados a pagar las contribuciones por la propiedad inmobiliaria, en adición a lo señalado en los artículos 115, Fracc IV, Inciso c) de la Constitución de los Estado Unidos Mexicanos; 114 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 18 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; 24 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; y, 6 de la Ley de Ingresos del Municipio de Ciudad Valles, S.L.P
De lo que se advierte que el acto impugnado se encuentra indebidamente fundado y motivado, en razón de la inexacta interpretación que la autoridad demandada hace de los numerales referidos en el mismo, de acuerdo a lo siguiente:
En primer término, es necesario precisar que de conformidad con lo establecido en los artículos 1º, 2º fracciones I y VI, 18 fracción XI, y 100 fracción VII, de la Ley del ********** el ********** es un organismo público descentralizado federal, que fue creado con el objeto de otorgar las prestaciones de seguridad social contenidas en la citada ley, dentro de las que se encuentra, la ocupación temporal de casas y departamentos, mediante cuotas de recuperación, para lo cual deberá adquirir los bienes inmuebles necesarios y construir las unidades habitacionales a través de las cuales se otorgará dicha prestación; misma que en el caso que nos ocupa, se otorga en el inmueble que ocupa la ********** del cual se solicitó la exención del pago del impuesto predial. 
Para mejor comprensión se transcriben los numerales en cita, que en la parte medular dicen:
“Artículo 1o. El ********** es un organismo público descentralizado federal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con domicilio en la Ciudad de México.
Artículo 2o. Las funciones del Instituto son:
I. Otorgar las prestaciones y administrar los servicios a su cargo que la presente Ley le encomienda;
...VI. Adquirir todos los bienes muebles e inmuebles necesarios para la realización de sus cometidos;
Artículo 18. Las prestaciones que se otorgarán con arreglo a esta Ley son las siguientes:
...XI. Ocupación temporal de casas y departamentos, mediante cuotas de recuperación;

Artículo 100. A fin de atender las necesidades de habitación familiar del militar, el ********** deberá:

...VII. Construir unidades habitacionales en lugares próximos a los campos militares, bases navales o aéreas y cuarteles de las Fuerzas Armadas, para ser ocupadas temporalmente mediante cuotas de recuperación, por personal de generales, jefes, oficiales y tropa y sus equivalentes en la Armada de México en servicio activo.
[Énfasis añadido]
Cabe destacar, que las prestaciones de seguridad social como la que nos ocupa tienen el carácter de servicio público, al tratarse de un derecho humano que el Estado debe garantizar a todas las personas como miembros de la sociedad, sin distinción alguna, ello de conformidad con lo dispuesto en los artículos 22 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, y 123, apartado B, fracciones XI y XII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; de ahí que los miembros en activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, no pueden excluirse de este derecho humano, y conforme a lo señalado en la ley en comento, su cumplimiento corresponde al Instituto de Seguridad Social demandante, por ser el organismo público encargado de otorgar las aludidas prestaciones. Es conveniente transcribir lo dispuesto en los artículos mencionados, que establecen:
Declaración Universal de los Derechos Humanos
“Artículo 22. Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.
[Énfasis añadido]
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.
...B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:
...XI. La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas: 

a)  Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; las enfermedades no profesionales y maternidad; y la jubilación, la invalidez, vejez y muerte. 

b)  En caso de accidente o enfermedad, se conservará el derecho al trabajo por el tiempo que determine la ley. 

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un peligro para su salud en relación con la gestación; gozarán forzosamente de un mes de descanso antes de la fecha fijada aproximadamente para el parto y de otros dos después del mismo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar su empleo y los derechos que hubieren adquirido por la relación de trabajo. En el período de lactancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Además, disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de medicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de guarderías infantiles. Inciso reformado DOF 31-12-1974 

d) Los familiares de los trabajadores tendrán derecho a asistencia médica y medicinas, en los casos y en la proporción que determine la ley. 

e) Se establecerán centros para vacaciones y para recuperación, así como tiendas económicas para beneficio de los trabajadores y sus familiares. 

f) Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones baratas, en arrendamiento o venta, conforme a los programas previamente aprobados. Además, el Estado mediante las aportaciones que haga, establecerá un fondo nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en favor de dichos trabajadores y establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédito barato y suficiente para que adquieran en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, o bien para construirlas, repararlas, mejorarlas o pagar pasivos adquiridos por estos conceptos. 

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán enteradas al organismo encargado de la seguridad social regulándose en su Ley y en las que corresponda, la forma y el procedimiento conforme a los cuales se administrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los créditos respectivos. 

...XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agente del Ministerio Público, perito y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes. 

...El Estado proporcionará a los miembros en el activo del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, las prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción XI de este apartado, en términos similares y a través del organismo encargado de la seguridad social de los componentes de dichas instituciones.
[Énfasis añadido]
Ahora bien, la exención del pago del impuesto predial de los bienes del dominio público, se encuentra prevista en los artículos 115, fracción IV, Inciso c) de la Constitución de los Estado Unidos Mexicanos; 114 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 18 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; y, 24 del Código Fiscal de Estado de San Luis Potosí, que establecen lo siguiente:
Constitución de los Estado Unidos Mexicanos.
Artículo 115...

...IV.  Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso:

...c)  Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de las entidades federativas o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. 
[Énfasis añadido]
Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.
ARTÍCULO 114.- El Municipio Libre constituye la base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado y tendrá a su cargo la administración y gobierno de los intereses municipales, conforme a las bases siguientes:
...IV.- Los Municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros ingresos que el Congreso establezca a su favor y, en todo caso: 

...c).- Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.

Las leyes locales no establecerán exenciones o subsidios respecto a los ingresos a que se refieren los incisos a) y c), en favor de persona ni de institución alguna. Sólo los bienes del dominio público de la Federación, de los Estados o de los municipios estarán exentos de dichas contribuciones, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. 

[Énfasis añadido]
Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí.
“ARTICULO 18. Están exentos de este impuesto los predios propiedad de la Federación, el Estado y los municipios, así como los de organismos descentralizados de éstos, siempre que los bienes inmuebles sean de dominio público y estén destinados a la prestación de servicios públicos; no así los destinados a uso particular, administrativo, de servicio o cualquier otro fin distinto al de su objeto público, por los que sí deberá cubrirse el impuesto. 
[Énfasis añadido]
Código Fiscal de Estado de San Luis Potosí.

ARTICULO 24.- No causarán contribuciones:
...b) Municipales:
Sólo estarán exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Estados y los municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares bajo cualquier título, para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público, en cuanto se refiere a contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así como los que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles y por los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo, inclusive. 
[Énfasis añadido]
Siendo que los bienes nacionales, sujetos al régimen de dominio público, se encuentran previstos en los artículos 3, fracción IV, 4, 6 y 116 de la Ley General de Bienes Nacionales, que en seguida se transcriben:

“ARTÍCULO 3.- Son bienes nacionales:
...IV.- Los bienes muebles e inmuebles propiedad de las entidades;...”
“ARTÍCULO 4.- Los bienes nacionales estarán sujetos al régimen de dominio público o a la regulación específica que señalen las leyes respectivas.
Esta Ley se aplicará a todos los bienes nacionales, excepto a los bienes regulados por leyes específicas. Respecto a estos últimos, se aplicará la presente Ley en lo no previsto por dichos ordenamientos y sólo en aquello que no se oponga a éstos...”

“ARTÍCULO 6.- Están sujetos al régimen de dominio público de la Federación:
...XI.- Los inmuebles que formen parte del patrimonio de los organismos descentralizados de carácter federal;...”
ARTÍCULO 116.- Los inmuebles propiedad de las entidades no se encuentran sujetos al régimen de dominio público de la Federación que establece esta Ley, salvo aquellos inmuebles propiedad de los organismos descentralizados. 
[Énfasis añadido]
Por tanto, si el Instituto de Seguridad Social aquí actor, es propietario del inmueble donde se ubica la ********** y lo destinó para otorgar la prestación de seguridad social a que se ha hecho referencia, es claro, que se trata de un bien nacional, de dominio público, que se utiliza para cumplir con el objeto público y fines para los que fue creado el Instituto; por tanto, se encuentra en la hipótesis de exención de pago contenida en los artículos anteriormente transcritos.
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Novena Época, emitida por contradicción, Registro: 198730, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo V, Mayo de 1997, Página 247, Materia(s): Administrativa, Constitucional, Tesis: 2a./J. 22/97, que dice: 
DERECHOS POR EL SERVICIO DE AGUA POTABLE PRESTADO POR LOS MUNICIPIOS PARA BIENES DEL DOMINIO PÚBLICO. QUEDAN COMPRENDIDOS EN LA EXENCIÓN DEL ARTÍCULO 115 CONSTITUCIONAL. El penúltimo párrafo de la base IV del artículo 115 constitucional, al cual remite el texto vigente del artículo 122, base primera, fracción V, inciso b), del mismo Ordenamiento Fundamental, se debe interpretar en el sentido de que dentro de la exención autorizada para bienes del dominio público de la Federación y los Estados, quedan comprendidos los organismos descentralizados como titulares de los inmuebles descritos en el artículo 34, fracción VI, de la Ley General de Bienes Nacionales, por los servicios que preste el Municipio en materia de agua potable, toda vez que el autor del precepto constitucional, al autorizar la exención, claramente la hace extensiva no sólo a los tributos sobre la propiedad inmobiliaria, sino también a los ingresos que obtenga el Municipio por los servicios públicos a su cargo, lo cual significa que se refirió a las contribuciones causadas por aquellos servicios que se presten en relación con los bienes de dominio público en favor de la Federación, Estados u organismos descentralizados, en razón de la importancia que atribuyó a la función desarrollada a través de la afectación y destino de tales bienes sometidos al régimen de protección de que se trata.

De ahí que también resulta fundado el segundo concepto de impugnación, pues como refiere la parte actora, la situación jurídica del inmueble que ocupa la ********** no ha variado y continua siendo utilizado para otorgar las prestaciones de seguridad social que corresponden al Instituto, conforme a su objeto y fines, por lo que sigue conservando su derecho de exención de pago del impuesto predial, exención que fue reconocida por el Ayuntamiento de Ciudad Valles S.L.P. y la propia Tesorería demandada, en los ejercicios fiscales 2008, 2013, 2016 y 2017, según se demostró con las documentales públicas que obran en fojas 77 a 79, y 99 a 113 del sumario, con valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos, en el desempeño de sus funciones.
En esa tesitura, le asiste la razón a la parte actora, al señalar que en el acto impugnado se interpretaron indebidamente los artículos que sirvieron de fundamentación,  según se precisa en los párrafos que preceden.
Respecto al artículo 2º de La Ley del ********** según se precisó, establece como función del Instituto la de otorgar las prestaciones de Seguridad Social que la misma ley le encomienda, ello además de las funciones de administrar su patrimonio, fondos y servicios, de ahí que la interpretación en el acto impugnado del numeral en comento, limita las funciones contenidas en el mismo, pues aduce que el Instituto solo tienen funciones administrativas, y deja de lado las funciones de seguridad social que constituyen su objeto, y que en el caso en estudio se otorgan en el predio que ocupa la ********** sin que este numeral, se oponga a lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley General de Bienes Nacionales.
Referente a lo que se señala, en relación con los artículos 59 y 60 de la de la Ley General de Bienes Nacionales, debe precisarse que estos numerales se refieren al destino de los inmuebles propiedad de la administración pública federal centralizada, y establecen cuáles de estos bienes son los destinados a un servicio público, así como cuáles son los inmuebles que quedarán sujetos a este régimen jurídico; y el inmueble donde se ubica la ********** es propiedad del organismo público descentralizado ********** al que aplica lo dispuesto en el artículo 116 de la misma ley, que dispone que los inmuebles propiedad de los organismos descentralizados se encuentran sujetos al régimen de dominio público de la Federación que establece esa Ley; y toda vez que el referido inmueble es propiedad del citado organismo descentralizado, es un bien de dominio público.
Por lo que se reitera, el inmueble objeto de esta controversia, al ser utilizado por una institución pública para otorgar las prestaciones de seguridad social que constituyen su objeto, se trata de un inmueble destinado a un servicio público.
De ahí que tampoco le asiste la razón, al señalar que conforme lo dispuesto en los artículos 14 de la Ley General de Bienes Nacionales; 115, fracción IV, Inciso c) de la Constitución de los Estado Unidos Mexicanos; 114 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; y, 18 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; el organismo actor está obligado al pago del impuesto predial del inmueble cuya exención solicitó, en razón de que como se ha venido señalando, no se utiliza para fines administrativos y tampoco con propósitos distintos a los de su objeto público para el que fue creado.
En ese tenor, el acto impugnado se encuentra indebidamente fundado y motivado, pues los hechos que lo motivaron se apreciaron en forma equivocada, y contravienen las disposiciones aplicables al caso concreto, lo que se advierte de los motivos, causas y fundamentos contenidos en el acto y que sirvieron de apoyo para concluir que el Instituto actor está obligado al pago del impuesto predial del inmueble donde se ubica la ********** por lo que son insuficientes para tener por debidamente fundado y motivado el acto, de acuerdo a los razonamientos contenidos en esta sentencia.
Es menester señalar que la autoridad demandada, en su escrito de contestación de demanda, refiere que el auto impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado, que la ley es clara en definir como bien de servicio público, la propiedad donde el Instituto atiende o lleva a cabo las funciones de administración, quedando fuera de esa consideración, el predio que ocupa la ********** por tener un propósito distinto a su objeto público, y que al ser propiedad privada no está afecta a la prestación de un servicio público, sino a propósitos distintos al objeto público de las fuerzas armadas. Sin que le asista la razón a la demandada, pues como se ha señalado,  el inmueble objeto de esta controversia,  se trata de un bien de dominio público, destinado a prestar un servicio público, y la fundamentación contenida en el acto impugnado, es insuficiente para tenerlo por debidamente fundado y motivado, conforme a los razonamientos contenidos en esta resolución.

En consecuencia, resultan fundados los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, toda vez que el acto impugnado incumple con los requisitos de debida  fundamentación y motivación; en consecuencia, resulta ilegal y deja en estado de indefensión a la parte actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto de autoridad debe contener, en virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por autoridad competente, siguiendo los procedimientos establecidos, y con la debida fundamentación y motivación, circunstancias que en el caso que nos ocupa no acontecieron, dejando en estado de indefensión al actor al verse afectado en sus garantías de audiencia, legalidad y debido proceso, consagradas en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, incumpliendo con lo establecido en los numerales 164 fracción V, 165 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 115, fracción IV, Inciso c) de la Constitución de los Estado Unidos Mexicanos; 114 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 18 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; y, 24 del Código Fiscal de Estado de San Luis Potosí,circunstancias que se desprenden del acto impugnado. 
Sirve de apoyo de lo anterior la Tesis de Jurisprudencia de la Novena Época, Registro: 200234, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo II, Diciembre de 1995, Página 133, Materia(s): Constitucional, Común, Tesis: P./J. 47/95, que refiere: 
“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado”

Así como el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero  que  ha  de  expresarse  con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación  entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, sub. incisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”  

En tal virtud, con fundamento en los artículos 249, 250 fracciones II y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio número ********** de fecha 12 de Junio de 2019, emitido por la Tesorera Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., mediante el cual concluyó que el ********** está obligado al pago del impuesto predial, respecto de la ********** toda vez que el documento aludido carece de la debida fundamentación y motivación jurídica, los hechos que lo motivaron se apreciaron en forma equivocada, y, en contravención de las disposiciones aplicables; de ahí que fue emitido en violación a los principios de legalidad y debido proceso, tutelados por los artículos 14 segundo párrafo y 16 primer párrafo, de la Constitución Política Federal; en relación con los numerales 115 de la misma Constitución; 114 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 18 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; y, 24 del Código Fiscal de Estado de San Luis Potosí; por consecuencia con fundamento en los numerales 251 párrafo primero y 252 párrafo primero del Código Procesal Administrativo en consulta, se decreta su NULIDAD LISA Y LLANA, dejándolo sin efecto legal desde este momento, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en este considerando.
En ese sentido, habida cuenta que el acto nulificado es consecuencia de una petición o instancia que no debe dejar de atenderse, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, se ordena a la autoridad demandada que emita otra resolución debidamente fundada y motivada, en la que con base en los lineamientos de esta sentencia, dé respuesta a lo solicitado por el Instituto actor en el escrito de fecha 21 de marzo de 2019, dirigido la Tesorera Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y atendiendo a lo dispuesto en los artículos 14 y 16 Constitucionales, y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 115 de la misma Constitución; 114 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 18 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí; y, 24 del Código Fiscal de Estado de San Luis Potosí, deberá:

1.- Prescindir de considerar que las funciones del ********** son exclusivamente de carácter administrativo.

2.- Declarar procedente la solicitud de exención de pago del impuesto predial del ejercicio fiscal 2019 de la ********** en razón de que el inmueble donde se ubica, es un bien nacional, de dominio público, propiedad de un organismo público descentralizado, utilizado para el cumplimiento de los fines y objeto público para el que fue creado el ********** 
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento.

Por lo expuesto y fundado en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracciones II y IV, 251 primer párrafo, 252 primer párrafo, 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la Nulidad total del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
